
Los servicios de terceros de
confianza  en  los  nuevos
adeudos bancarios SEPA
La adaptación de los procedimientos bancarios a los nuevos
mecanismos  de  pago  previstos  para  la  SEPA  (Single  Euro
Payments  Area)   conforme  al  Reglamento  Europeo  260/2012
implica un importante avance en la integración del espacio
común europeo.

En  lo  relativo  a  los  adeudos  (los  antiguos  recibos
domiciliados) esta regulación supone la desaparición de estos
instrumentos tradicionales que son sustituidos por los adeudos
bancarios directos que presentan dos variantes. Una modalidad
básica  (CORE)  y  otra  para  uso  exclusivo  entre  empresas,
autónomos y profesionales (B2B).

Ambas  requieren  que  el  deudor,  titular  o  apoderado  en  la
cuenta de cargo, firme una orden de domiciliación o mandato.

El procedimiento ha sido desarrollado en los cuadernos 19.14 y
19.44 de la Serie de Normas y Procedimientos Bancarios de
CECA/AEB y ambos requieren de la emisión del consentimiento
previo (un mandato) por parte del titular de la cuenta de
cargo mediante una orden de domiciliación que deberá definir
un número de referencia que identifique los futuros cargos. Se
aconseja  que  este  mandato  se  recoja  en  el  formulario
normalizado de Orden de Domiciliación de Adeudo Directo SEPA”
(Anexo VI). Las reglas establecen que el deudor cumplimentará
la orden de domiciliación y se la enviará al acreedor que será
responsable de su archivo y custodia. La orden deberá ser
firmada por el deudor en su calidad de titular de la cuenta o
por un autorizado (cualquiera con una firma ya bastanteada en
la  cuenta).  Los  datos  relacionados  con  la  orden  de
domiciliación deberán transmitirse de forma electrónica (si
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está en papel se transformará a formato electrónico) a la
entidad bancaria del acreedor que se la enviará a la del
deudor.

No obstante la Ley 16/2009 de 13 de noviembre de Servicios de
Pago establece en su artículo 25 que “Las operaciones de pago
se considerarán autorizadas cuando el ordenante haya dado el
consentimiento  para  su  ejecución.  A  falta  de  tal
consentimiento  la  operación  de  pago  se  considerará  no
autorizada. El ordenante y su proveedor de servicios de pago
acordarán la forma en que se dará el consentimiento así como
el procedimiento de notificación del mismo.

Por su parte el Reglamento 260/2012 establece en su artículo
5.3.a)  que  los  proveedores  de  servicios  de  pago  del
beneficiario  deberán  garantizar  “que  el  ordenante  de  su
consentimiento  tanto  al  beneficiario  como  al  proveedor  de
servicios de pago del ordenante (directa o indirectamente a
través  del  beneficiario),  que  las  órdenes  así  como  toda
posible modificación o cancelación posterior, queden en poder
del beneficiario o de un tercero por cuenta de este y que el
proveedor de servicios de pago informe al beneficiario de esta
obligación de conformidad con los artículos 41 y 42 de la
Directiva 2001/64/CE”.

Teniendo en consideración que los cuadernos CECA/AEB son meras
instrucciones para la ordenación del sector bancario español y
que el medio mediante el cual se recoja el consentimiento del
deudor  no  afecta  a  los  procesos  de  integración  de  pagos,
resulta evidente que el mandato del deudor se podrá recoger
mediante la orden de adeudo firmada manual o electrónicamente
o por cualquier otro medio que se acuerde entre las partes.
Esta referencia al acuerdo sobre el medio empleado coincide,
además,  con  el  requisito  general  para  prestar  el
consentimiento en los contratos electrónicos mediante terceros
de confianza recogido en el articulo 25 de la Ley 34/2002 se
Servicios de la Sociedad de la información que establece que
“1)  Las  partes  podrán  pactar  que  un  tercero  archive  las



declaraciones  de  voluntad  que  integran  los  contratos
electrónicos y que consigne la fecha y la hora en que dichas
comunicaciones han tenido lugar. La intervención de dichos
terceros  no  podrá  alterar  ni  sustituir  las  funciones  que
corresponde realizar a las personas facultadas con arreglo a
Derecho para dar fe pública. 2) El tercero deberá archivar en
soporte  informático  las  declaraciones  que  hubieran  tenido
lugar  por  vía  telemática  entre  las  partes  por  el  tiempo
estipulado que, en ningún caso, será inferior a cinco años. “

En conclusión, desde nuestro punto de vista la intervención de
terceros de confianza puede ser un medio no solo legalmente
válido,  sino  logísticamente  óptimo  para  ordenar  el  enorme
flujo  de  estas  comunicaciones  que  va  a  a  a  requerir  la
implantación del SEPA en nuestro país.
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